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solicitud de ejercicio de la facultad de atracción 781/2018.

Solicitante: VIGÉSIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.
PONENTE: 

MINISTRO ALBERTO PÉREZ DAYÁN. 

SECRETARIO: 

JORGE JANNU LIZÁRRAGA DELGADO.

elaboró:

ALEJANDRA GABRIELA CRISTIANI LEÓN.

Vo. Bo.
Ciudad de México. Acuerdo de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día trece de marzo de dos mil diecinueve. 
Cotejó:
VISTOS los autos para resolver la solicitud de ejercicio de la facultad de atracción identificada al rubro; y 

RESULTANDO:
PRIMERO. Trámite de la solicitud de ejercicio de la facultad de atracción. En sesión celebrada el quince de noviembre de dos mil dieciocho, el Vigésimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, dictó resolución en la que ordenó remitir los autos a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación para que determinara si ejercía su facultad de atracción para conocer del recurso de revisión interpuesto por Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, por conducto del Director General de Asuntos Jurídicos, contra la sentencia dictada por el Juez Cuarto de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, en el juicio de amparo **********.
SEGUNDO. Admisión. Por acuerdo de siete de diciembre de dos mil dieciocho, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación admitió a trámite la solicitud de ejercicio de la facultad de atracción la cual quedó registrada con el número de expediente 781/2018, asimismo, ordenó se turnara el asunto al señor Ministro Alberto Pérez Dayán y se radicara en la Sala de su adscripción.
TERCERO. Avocamiento. Finalmente, mediante proveído de nueve de enero de dos mil diecinueve, el Ministro Presidente de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, determinó que ésta se avocara al conocimiento del asunto y ordenó remitir los autos a esta Ponencia para su resolución.

CONSIDERANDO:

PRIMERO. Competencia. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver la presente solicitud de ejercicio de la facultad de atracción, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 107, fracción VIII, penúltimo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 21, fracción II, inciso b), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con lo previsto en el punto Tercero del Acuerdo General Plenario 5/2013, en virtud de que versa sobre un recurso de revisión interpuesto contra la sentencia dictada en un juicio de amparo indirecto y se estima innecesaria la intervención del Tribunal Pleno. 
SEGUNDO. Legitimación. La solicitud de ejercicio de la facultad de atracción proviene de parte legítima, en términos de lo dispuesto en los artículos 107, fracción VIII, penúltimo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos y 85, párrafo segundo, de la Ley de Amparo, ya que el escrito de solicitud proviene del Tribunal Colegiado del conocimiento. 
TERCERO. Consideraciones y fundamentos. De acuerdo con lo previsto en el penúltimo párrafo de la fracción VIII del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, para que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejerza su facultad de atracción para conocer de un asunto de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, es necesario que se satisfagan los siguientes requisitos: 

· Formales. Debe ejercerse de oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito, del Fiscal General de la República o del Ejecutivo Federal. 
· Materiales. El asunto debe ser importante y trascendente. Esto es, la naturaleza intrínseca del caso debe revestir un interés superlativo reflejado en la relevancia del tema [importancia] así como un carácter excepcional o novedoso que entrañe la fijación de un criterio normativo para casos futuros [trascendencia]. 
Lo excepcional deriva asimismo de la complejidad sistémica que presentan algunos asuntos por su interdependencia jurídica o procesal; esto es, aquellos que están relacionados entre sí de tal forma que se torna necesaria una solución que atienda a las consecuencias jurídicas de todos y cada uno de ellos.
Cabe señalar que los aludidos presupuestos materiales se desprenden de los diversos criterios que la Suprema Corte de Justicia ha emitido en relación con lo que debe entenderse por interés o trascendencia, de los que se distinguen dos tipos de requisitos: 

· Los de carácter cualitativo, entre los que se encuentran conceptos tales como: “gravedad”, “trascendencia”, “complejidad”, “importancia” o “impacto”. Dentro de estos conceptos se comprenden otros derivados, a saber: “interés de la Federación”, “importancia derivada de la existencia de un conflicto de poderes”, “trascendencia jurídica”, “trascendencia histórica”, “interés de todos los sectores de la sociedad”, “interés derivado de la afectación política que generará el asunto”, “interés económico”, “interés asociado a la convivencia, bienestar y estabilidad de la sociedad”. 
· Los de carácter cuantitativo, entre los que se advierten conceptos como: “carácter excepcional”, “que el asunto no tenga precedentes”, “que sea novedoso”, “que el asunto se sale del orden o regla común”, “que el asunto no tenga similitud con la totalidad o la mayoría de los asuntos” o “que se expresen razones que no cabría formular en la mayoría o en la totalidad de los asuntos”. 
· Unos y otros pueden tener un carácter eminentemente jurídico –complejidad, excepcionalidad, novedad–, o bien, un carácter extrajurídico –trascendencia histórica, política, interés nacional–.
· Por tanto, con el fin de delimitar y ordenar estos criterios, se estima pertinente utilizar los conceptos “interés” e “importancia” como notas relativas a la naturaleza intrínseca del caso, tanto jurídica como extrajurídica y el concepto de “trascendencia” para reflejar el carácter excepcional o novedoso que entrañará la fijación de un criterio normativo para casos futuros.

En el caso, se satisfacen los requisitos antes mencionados.

Para establecer las razones de ello, es preciso tener en cuenta los siguientes antecedentes relevantes del asunto
.
I. Antecedentes. Para una mayor comprensión del asunto, conviene narrar los antecedentes del caso, que se desprenden de las constancias que obran en autos del juicio de amparo, de los antecedentes que manifestó la quejosa, bajo protesta de decir verdad y de la copia certificada del expediente RRA **********.
· El diecisiete de abril de dos mil diecisiete, a través de la Plataforma Nacional de Transparencia, ********** solicitó a la Policía Federal lo siguiente “los expedientes, inventarios, bases de datos, fotografías, videos (o la expresión documental) que den detalle y cuenta de los zapatos, ropa, credenciales, osamenta y otros indicios, encontrados en el cementerio clandestino Santa Fe, ubicado al norte del Puerto de Veracruz.”

· Por oficio de cuatro de mayo siguiente, la Policía Federal contestó la solicitud de mérito y esencialmente sostuvo que:
· No le corresponde calificar si existe un “cementerio clandestino”, pues el incumplimiento de los lineamientos respecto de la inhumación de cadáveres deriva de la determinación emitida por autoridad competente. 
· No es procedente la entrega de la información requerida en tanto tiene el carácter de reservada, dado que la investigación ministerial se encuentra en proceso y los hallazgos proporcionados a la Policía Federal se encuentran en análisis, con el objeto de recabar indicios que puedan ser presentados ante la Fiscalía como medios de prueba.
· Bajo ese contexto, la información está sujeta a acciones y decisiones como medios de prueba de la Fiscalía General de Veracruz, que todavía no es concluyente y cuya difusión podría obstruir la etapa de investigación, ya que podría alterar o modificar el escenario u objeto de ésta.
· Se podría materializar el riesgo de que personas ajenas conozcan datos derivados de la investigación y promuevan algún vínculo con los servidores públicos que los poseen, con el propósito de evitar el ejercicio de la acción penal o las actuaciones del Ministerio Público. 
·  Inconforme con lo anterior, ********** interpuso el recurso RRA ********** ante el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, en el cual modificó su solicitud en los siguientes términos:
“Por medio de la presente, interpongo un recurso de revisión en contra del sujeto obligado por negarse a responder la solicitud de información folio **********, y con ello vulnerar mi derecho a la información pública y los principios de máxima publicidad de la ley de transparencia. El sujeto obligado se niega a proporcionar los expedientes, bases de datos, inventarios o fotografías, video (o la expresión documental) que den detalle y cuenta del procedimiento de indicios localizados e identificados en el predio Colinas de Santa Fe, ubicado en el Estado de Veracruz, bajo el argumento de que puede impedir u obstruir las funciones que ejerce la Fiscalía del Estado. Por lo cual, el solicitante pide a través de este recurso de revisión, que el sujeto obligado se apegue a los principios de máxima publicidad y, entregue una versión pública de los indicios localizados e identificados en el predio Colinas de Santa Fe, ubicado en el Estado de Veracruz, bajo el argumento de que puede impedir u obstruir las funciones que ejerce la Fiscalía del Estado. Que mencione, por ejemplo, de manera general, el total de prendas de ropa, el total de calzado, el total de credenciales, el total de artículos diversos. Sin más detalles que pudieran entorpecer la investigación. A través de la presente, pido a este organismo que haga valer el principio de máxima publicidad, y se me entregue una versión pública de lo solicitado”.

· Seguido el trámite correspondiente, el veintitrés de agosto de dos mil diecisiete, el Pleno del Instituto citado dictó resolución, en la cual modificó la respuesta de la Policía Federal y la instruyó para que, a través de su Comité de Transparencia, confirmara la clasificación de la información como reservada, únicamente en términos del artículo 110, fracción VII, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, por un plazo de cinco años y, posteriormente notificara a la particular. 
· En contra de la resolución anterior, ********** promovió el juicio de amparo. 
II. Demanda de amparo. La parte quejosa sostuvo que se viola su derecho de acceso a la información y el principio de máxima publicidad, consagrados en el artículo 6 de la Constitución Federal, en tanto que la autoridad responsable realizó un análisis de supuesto de reserva previsto en el artículo 110, fracción I, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en relación con el decimoctavo de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Descalificación de la Información, lo cual resulta contrario a los artículos 6 constitucional, 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, puesto que dichos datos solicitados no comprenden la seguridad pública ni ponen en peligro las funciones del Estado. 
Asimismo, sostuvo que no se afecta la investigación con la información solicitada, en la medida en que tiene fines estadísticos sin que las autoridades demostraran lo contrario.
Alega que la responsable dio un sentido y alcance diverso a la solicitud de información, ya que no pidió los indicios o el material probatorio de manera física, sino una versión pública de éstos, como el total de ropa, calzado, credenciales encontrados, sin detalles que pudieran entorpecer la investigación o se relacionen con las estrategias policiales.

Refirió que el artículo 104
 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública establece que en la aplicación de la prueba de daño, se deberá justificar que: (i) la divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio significativo al interés público o a la seguridad nacional; (ii) el riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se difunda; y (iii) la limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio.

La autoridad responsable sostuvo que la información compromete la seguridad pública sin realizar la “calificación de eficacia”, de conformidad con lo previsto en los artículos 8 y 112 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, que prevén que no tendrá el carácter de reservada la información relacionada con graves violaciones a derechos humanos y delitos de lesa humanidad.
Refirió que el conocimiento de expedientes, inventarios, bases de datos, fotografías y videos que den cuenta de los zapatos, ropa, credenciales, osamenta y otros indicios encontrados en el cementerio clandestino es acorde con los derechos de acceso a la información y a la verdad, de ahí que al condicionar su entrega por intereses de personas, las autoridades incurren en una violación grave a los derechos humanos.
Al efecto, señaló que en el amparo en revisión 168/2011, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación se pronunció sobre la relevancia de permitir el acceso a la información, en averiguaciones previas en las que se investiguen hechos que constituyan graves violaciones a derechos humanos o crímenes de lesa humanidad, dado que ofenden a toda la sociedad.
La autoridad responsable consideró que se cumplieron los elementos para la reserva de información cuya divulgación puede obstruir la prevención de delitos, así como la prueba de daño, no obstante, la información solicitada se solicitó para fines estadísticos, por lo que no se afecta la carpeta de investigación debido a que solamente se trata de términos numéricos, en ese sentido las autoridades debieron demostrar la supuesta afectación.
III. Sentencia del Juez de Distrito. Sobreseyó en el juicio al estimar actualizada la causa de improcedencia prevista en los artículos 61, fracción V y 108, de la Ley de Amparo; ello, dado que la quejosa únicamente formuló argumentos encaminados a combatir la resolución de veintitrés de agosto de dos mil diecisiete del Instituto Nacional de Transparencia y Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, mas no realizó planteamiento alguno dirigido a evidenciar la contradicción entre los artículos aludidos y la Constitución General o los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano es parte. 
· Estudio de los conceptos de violación respecto de la causa de reserva de la información, consistente en que con su divulgación se comprometa la seguridad pública. 
El Juez de Distrito calificó de inoperantes los argumentos de la quejosa, que se dirigieron a demostrar que no se actualizaba la causa de reserva consistente en que con la divulgación se compromete la seguridad pública, prevista en el artículo 110, fracción I, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en virtud de que en la resolución reclamada, el Instituto responsable también estimó que no resultaba aplicable dicha causal. 

En efecto, el Instituto determinó que la información solicitada no se refiere al resultado del procesamiento de los hallazgos, sino a la expresión documental de éstos, por lo que su divulgación no permitiría inferir el estado de fuerza del sujeto obligado ni su actuación en casos particulares, tampoco afectaría el sistema de coordinación interinstitucional en materia de seguridad pública, en todo caso la indagatoria en específico. 

Luego la decisión en comento lejos de afectar la esfera jurídica de la quejosa, le genera un beneficio al ser coincidente con su pretensión, pues tanto la quejosa como la responsable sostienen que no se actualiza esta causa de reserva de la información solicitada; de modo que la eventual concesión del amparo carecería de efectos prácticos, por lo que resulta inoperante el estudio de tales argumentos.

· Estudio de los conceptos de violación respecto de la causa de reserva de la información, consistente en que con su divulgación se obstruya la persecución de delitos. 
El Instituto responsable consideró que sí se actualiza esta causa de reserva de la información y que no se superaba la prueba del daño en el caso concreto, dado que se cumple con los requisitos previstos en artículo vigésimo sexto de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de versiones públicas, debido a que existe una carpeta de investigación en trámite.

En ese sentido, consideró que se actualizaban los siguientes elementos: (i) un proceso penal en sustanciación o una carpeta de investigación en trámite; (ii) que se acredite el vínculo entre la información solicitada y la carpeta de investigación o el proceso penal; y (iii) que la difusión de la información pueda impedir u obstruir las funciones que ejerce el Ministerio Público o su equivalente durante la etapa de investigación o ante los tribunales judiciales con motivo del ejercicio de la acción penal.
Bajo esta perspectiva, consideró fundado el concepto de violación, toda vez que la entrega de una versión pública de la información solicitada no obstruiría la persecución de los delitos, máxime que prevalece el interés público en conocer los hallazgos de las fosas clandestinas del predio Colinas de Santa Fe sobre la reserva de la información, cuyo objeto es garantizar la persecución del delito. 
Refiere que el Instituto debió poner en contexto el origen de la información solicitada y la importancia de conocer cifras y estadísticas que permitan a la sociedad civil, así como a organismos nacionales e internacionales de derechos humanos conocer la dimensión del problema, realizar los análisis correspondientes para diagnosticarlo y solucionarlo y abonar a la transparencia sobre este fenómeno. 

En esa virtud, determinó que le asistía la razón a la quejosa en cuanto a que fue incorrecto el análisis de la causa de reserva de la información, consistente en la obstaculización de la persecución de delitos; motivo por el cual concedió el amparo, para el efecto de que se le entregara a la quejosa la información numérica y estadística solicitada. 

Refirió que no pasaba inadvertido, que la quejosa originalmente solicitó a la Policía Federal “los expedientes, inventarios, bases de datos, fotografías, videos (o la expresión documental) que den detalle y cuenta de los zapatos, ropa, credenciales, osamenta y otros indicios, encontrados en el cementerio clandestino Santa Fe, ubicado al norte del Puerto de Veracruz” y que al presentar el recurso de revisión ante el Instituto modificó su solicitud, en el sentido de pedir una versión pública o datos numéricos sobre los indicios encontrados con el fin de no entorpecer la investigación. 

De ésta manera, los efectos de la concesión fueron para el efecto que el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, una vez que causara ejecutoria la sentencia, dejare insubsistente la resolución de veintitrés de agosto de dos mil diecisiete, dictada en el recurso de revisión RRA **********, y dictare otra en la que determinara que no se satisfacen todos los elementos establecidos en el artículo vigésimo sexto de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de versiones públicas, aunado a que determinara que no se superaba la prueba de daño y, por ultimo ordene al sujeto obligado a que entregue una versión pública de la información numérica y estadística solicitada por la quejosa. 
IV. Recurso de revisión. Inconforme con la anterior determinación, la autoridad responsable, el Pleno del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, interpuso el recurso de revisión en el que en esencia señala:

La sentencia del Juez de Distrito carece de fundamentación y motivación, toda vez que analizó cuestiones fácticas en el caso concreto de manera parcial, sin tomar en cuenta que el Instituto al resolver los asuntos de su competencia, no debe ceñirse únicamente a la materia que esta resuelve, sino que su función implica analizar en conjunto si la entrega o negativa de la información transgrede sus obligaciones como órgano garante.
En ese sentido, no implica que en todos los casos que cierta información sea solicitada, esta deba ser necesariamente entregada con el fin de proteger el derecho de acceso a la información de los recurrentes, ya que por un lado, es claro que no todos los derechos son absolutos en tanto que admiten excepciones a su pleno ejercicio, aunado a que al resolver no sólo debe verse guiado únicamente por el mandato constitucional conferido, sino que debe tomar en cuenta las normas que rigen su actuación, así como la posible reserva de la información. 
El Instituto tiene la facultad legal de alegar una diversa causa de reserva cuando la información solicitada, independientemente de su carácter cualitativo o cuantitativo, forme parte de una carpeta de investigación, máxime que si el órgano investigador la ha incluido dentro de dicha carpeta es porque la considera útil para la persecución del delito en cuestión.
Le causa agravio que el Juez en la sentencia refiera que no tomó en cuenta la gravedad de la problemática que conlleva el hallazgo de fosas clandestinas con base en un informe rendido por la Comisión Nacional de Derechos Humanos, dado que dicha afirmación carece de fundamentación y motivación ya que conlleva un desconocimiento del alcance de las facultades que tiene el Instituto respecto de la calificación de violaciones de derechos humanos para actualizar una excepción a la causa de reserva de información de averiguaciones previas.
 Sostiene que la Suprema Corte ha establecido que en aquellos casos en los cuales el delito perseguido es de tal gravedad que el interés público en mantener la obligación previa en reserva se ve superado por el interés de la sociedad en su conjunto de conocer todas las diligencias que se estén llevando acabo para la oportuna investigación, detención, juicio y sanción de los responsables.

En ese sentido el Juez se limitó a señalar que “comúnmente el descubrimiento de las fosas clandestinas se encuentra estrechamente vinculado con violaciones graves a derechos humanos, como la desaparición de personas, desaparición forzada y ejecuciones extrajudiciales”, sin realizar motivación alguna y que se debió considerar que se trataba de violaciones graves de derechos humanos.
Señala que a la fecha de la resolución no existía pronunciamiento previo de las autoridades en el sentido de que los hechos constituían una violación grave a derechos humanos aunado a que el Instituto no tiene facultades calificadoras para determinar que ciertos actos son constitutivos de violaciones graves a derechos humanos.

Considera que en el caso no es posible entregar una versión pública, puesto que la utilidad de la información contenida en la carpeta de investigación, no se sabe desde un primer momento, sino en la medida en que dicha investigación se está desarrollando, de manera que en esta labor de investigación hay posibilidades de que todas o sólo algunas pruebas sean útiles para su resolución, sin embargo, será hasta el momento en el que se analice cada una de ellas en donde la autoridad juzgará lo que es útil y lo que no; por lo que los documentos contenidos dentro del expediente deben permanecer resguardados mientras dure la investigación. 
V. Resolución Tribunal Colegiado. Atendiendo a lo manifestado por el Instituto recurrente, a la resolución del Juez de Distrito y a la quejosa, el Vigésimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, estimó que lo procedente era solicitar a la Suprema Corte de Justicia de la Nación que atraiga para su conocimiento el recurso de revisión de que se trata, en virtud de que se debe dilucidar si “la facultad con que cuenta el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales para pronunciarse ‘prima facie’ en materia de acceso a la información respecto a si los hechos que constan en las averiguaciones previas son constitutivos de violaciones graves a derechos humanos o delitos contra la humanidad”.

CUARTO. Estudio. De los antecedentes reseñados, se advierte que la solicitud de la facultad de atracción que formula el propio Tribunal Colegiado que previno en el conocimiento del asunto [requisito formal], reviste un interés relevante y trascendente, pues la litis en el amparo versa sobre la clasificación de reserva de la información respecto del hallazgo de fosas encontradas en el cementerio clandestino Santa Fe, ubicado al norte del Puerto de Veracruz.
De esa manera, los temas materia de análisis en el recurso de revisión cuya atracción se solicita, además de ser relevantes, resultan excepcionales dado que no existe criterio jurisprudencial de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación que los defina, lo que su resolución podría dar lugar a fijar un criterio de importancia y trascendencia para el orden jurídico nacional [requisito material].

En términos generales, a través de la resolución del asunto, se podría analizar los alcances y los límites de las facultades de decisión de las instancias encargadas de garantizar la transparencia en la actuación de entidades y dependencias gubernamentales así como la manera en que se articulan con las facultades de los jueces constitucionales. 
Aunado a ello, se resolverá el tema relativo a si el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales cuenta con la facultad de pronunciarse “prima facie” en materia de acceso a la información respecto a si los hechos que constan en las averiguaciones previas son constitutivos de violaciones graves a derechos humanos y/o delitos de lesa humanidad y, en su caso, declarar si es o no procedente su publicidad. 
Además debe interpretarse la excepción a la regla general de reserva de la información integrada en averiguaciones previas, prevista en el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental (Ley abrogada), en cuanto  a aquellos hechos que constituyen violaciones graves a derechos humanos y qué órganos tienen facultades para determinar la clasificación de la naturaleza de ciertas informaciones, como puede ser la reserva en averiguaciones previas, como en el caso.

En ese sentido, la presente solicitud se ciñe a dilucidar si el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, puede realizar dicha determinación de manera “prima facie” para efectos de brindar o no el acceso a la información o si debe existir necesariamente un pronunciamiento previo de la autoridad investigadora que califique si los hechos respecto de los cuales se solicita la información perteneciente a una averiguación previa, constituyen violaciones graves a derechos humanos y/o delitos de lesa humanidad así como determinar si cualquier sujeto puede solicitar las versiones públicas de las averiguaciones previas o tiene que demostrar el fin o interés con el que cuenta.
No pasa desapercibido que existen ciertos precedentes que pueden servir de apoyo para la resolución del presente asunto como el amparo en revisión **********, resuelto en sesión de uno de febrero de dos mil diecisiete de esta Ponencia
 así como el amparo en revisión ********* resuelto en sesión de veinte de febrero de dos mil diecinueve
, sin embargo se estima pertinente atraer el presente asunto con la finalidad que se esté en la posibilidad de integrar la jurisprudencia respectiva. 

QUINTO. Decisión. De acuerdo con las razones expresadas en el considerando que antecede, esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejerce su facultad de atracción para conocer del recurso de revisión **********, del índice del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito. 

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:
PRIMERO. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejerce la facultad de atracción a que este expediente se refiere.
SEGUNDO. Remítanse los autos a la Subsecretaría General de Acuerdos de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, para los efectos legales consiguientes.
Notifíquese; y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido. 
Así lo resolvió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros Alberto Pérez Dayán (ponente), Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Presidente Javier Laynez Potisek.
Firman los Ministros Presidente y Ponente, con la Secretaria de Acuerdos de la Segunda Sala que autoriza y da fe.
PRESIDENTE
MINISTRO JAVIER LAYNEZ POTISEK
PONENTE
MINISTRO ALBERTO PÉREZ DAYÁN
SECRETARIA DE ACUERDOS
 JAZMÍN BONILLA GARCÍA
En términos de lo dispuesto por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión del veinticuatro de abril de dos mil siete, y conforme a lo previsto en los artículos 3, fracción II, 13, 14 y 18 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, así como en el segundo párrafo del artículo 9º del Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal para la aplicación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.
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� “Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con excepción de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos que determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes:


(…)


VIII.- Contra las sentencias que pronuncien en amparo los Jueces de Distrito o los Tribunales Unitarios de Circuito procede revisión. De ella conocerá la Suprema Corte de Justicia:


(…)


La Suprema Corte de Justicia, de oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito, del Fiscal General de la República, en los asuntos en que el Ministerio Público de la Federación sea parte, o del Ejecutivo Federal, por conducto del Consejero Jurídico del Gobierno, podrá conocer de los amparos en revisión, que por su interés y trascendencia así lo ameriten”.








 � De acuerdo con lo previsto en la tesis P.CLI/96 del Tribunal Pleno que se lee bajo el rubro: “ATRACCIÓN, FACULTAD DE. EL ANÁLISIS DE LA PROCEDENCIA DE SU EJERCICIO OBLIGA A EXAMINAR EL ASUNTO EN SU INTEGRIDAD, SIN PREJUZGAR SOBRE EL FONDO”. Consultable en la página 6 del Tomo IV, Diciembre de 1996, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época.


� “Artículo 104. En la aplicación de la prueba de daño, el sujeto obligado deberá justificar que:


I. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio significativo al interés público o a la seguridad nacional;


II. El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se difunda, y


III. La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio”.





� Por mayoría de cuatro votos de los señores Ministros Alberto Pérez Dayán (ponente), Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Presidente Eduardo Medina Mora I. La señora Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra.


� Por unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I. (ponente), José Fernando Franco González Salas y Presidente Javier Laynez Potisek.






